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San Miguel de Tucumán, noviembre de 2024

VISTO: El pedido de medida cautelar formulado por la actora; y

CONSIDERANDO:

I. La Provincia de Tucumán, por intermedio de la Sra. Fiscal de 
Estado, Dra. Gilda Pedicone de Valls, interpuso acción de amparo a los fines de  
preservar el Área Natural Protegida (en adelante: ANP) identificada como Lago y  
Perilago del Dique La Angostura en la localidad de El Mollar, en contra de todas las 
personas físicas y/o jurídicas que realizan -o hayan realizado- obras en infracción al 
bloque de legalidad ambiental que rige respecto de dicha ANP.

Concretamente, solicitó que ordene a dichas personas la  
remoción -o bien, la demolición- de todas las construcciones e instalaciones  
realizadas sin respetar los procedimientos de autorización correspondientes, así  
como ordene la restauración del lugar al estado anterior a la construcción de dichas 
obras.

Aclaró que, en especial, esta acción es dirigida respecto de las  
personas que fueron identificadas al momento del relevamiento promovido por  
Dirección de Flora, Fauna Silvestre y Suelos realizado el día 21/10/2024 y del que 
participaron otros organismos públicos vinculados a la materia en debate. Detalló  
que dichas personas son: Mercedes Cruz (DNI 27.406.368), Fernando Victorio  
Monroy (DNI 21.948.174), Liliana del Valle Villagrán (DNI 17.182.823), Juan Pablo  
Castro (DNI 7.085.837) y la Comunidad Indígena Diaguita de El Mollar.

En el marco de esta acción de amparo, solicitó el dictado de una 
“medida de no innovar” tendiente a disponer la suspensión de toda actividad que  
implique la vulneración del ANP del Perilago del Dique La Angostura; como ser -
según detalló el escrito de demanda-: a) la remoción y el movimiento de suelos; b)   
la construcción de obras civiles o de infraestructura; c) el desmonte y tala de  
vegetación nativa o introducción de especies ajenas al ecosistema, que pueda  
afectar la biodiversidad y el equilibrio ecológico del área natural protegida; d) la  
apertura de caminos, senderos o vías de acceso; e) el establecimiento de  
campamentos temporales o permanentes y el depósito de materiales o residuos de 
construcción, maquinarias, o cualquier material o elemento utilizado en el proceso  
constructivo; f) cualquier otra obra de modificación o alteración del espacio incluido 
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en el ANP en el entorno del Dique La Angostura, incluyendo drenajes, desviaciones 
de cauces, canalizaciones o cualquier intervención que afecte la hidrología natural  
del área o el cuerpo de agua que conforma el lago; g) cualquier actividad de  
exploración geológica o de extracción de recursos naturales, incluyendo  
prospección, extracción de minerales o hidrocarburos, o uso de materiales del área 
protegida para fines industriales o comerciales, y h) ingreso de maquinaria pesada o 
vehículos motorizados que no hayan sido autorizados específicamente para labores 
de conservación o de inspección ambiental, que puedan generar impacto negativo  
sobre el ecosistema local.

Sobre el requisito de la “verosimilitud del derecho”, alegó que  
queda demostrado mediante la ilegalidad que significa haber producido la ocupación 
ilegítima de una ANP sin requerir la autorización prevista en la ley 6292 y demás  
disposiciones normativas concordantes. Con base en la Declaración de Río de  
Janeiro de 1992, advirtió que la ilegítima ocupación de un ANP como la descripta en 
autos trae consigo: pérdida y fragmentación de hábitat natural; alteración de la flora 
y de la fauna autóctona; contaminación del suelo, del agua y del aire; generación de 
efluentes contaminantes del lago; incremento de los riesgos de erosión y una  
modificación del suelo; alteración del ciclo hidrológico y desvío de cauces naturales; 
generación de ruidos y de actividad humana permanente que no resulta compatible 
con la finalidad de la ANP; aumento en la demanda de recursos y de servicios que 
no fueron autorizados ni previstos; pérdida de servicios eco-sistémicos con  
reducción de la capacidad del ecosistema para almacenar carbono y con aumento 
de las emisiones de gases de efecto invernadero que agravan el cambio climático;  
riesgo de incendios forestales; entre otras manifestaciones lesivas.

Sobre el “peligro en la demora”, sostuvo que resulta en la especie 
más que evidente, pues la degradación que ha sufrido el perilago del Dique La  
Angostura está a la vista y sus efectos ambientales negativos resultan a la fecha  
inconmensurables. Remarcó que el peligro en la demora se traduce en el temor  
fundado de un daño inminente o de un agravamiento de los daños y de las lesiones 
al medio ambiente alegadas. Y -continuó-, a medida que la actividad avance, se  
tornará mucho más complejo detenerla. Explicó que el peligro en la demora se  
enlaza así con la satisfacción de principios ambientales como el precautorio y el de 
prevención.

II. Como primera aproximación, conviene distinguir los trazos  
principales con que suele razonarse cautelarmente en las causas de derecho  
público provincial. El modelo procesal de enjuiciamiento cautelar más usual y  
extendido en diversas clases de procesos judiciales es el que establece que el juicio 
de procedencia de una medida cautelar está supeditado a la reunión en grado  
variable de los requisitos genéricos clásicos de verosimilitud en el derecho y peligro 
en la demora (art. 273, CPCC).

Este punto de partida vertebral en el juicio cautelar proviene del  
derecho procesal civil y vale también en el derecho procesal administrativo. 

Claro que en los desarrollos específicos que se cultivan en este 
fuero aparecen además otros trazos que colorean con matices y grados distintos de 
intensidad a los requisitos cautelares genéricos de aquél originario razonamiento  
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modélico, y buscan adaptarle a la tonalidad predominante en cada especie de caso 
justiciable, dentro de la muy amplia y diversa variedad de procesos que tramitan  
ante este fuero. Así, suele suceder que aquéllos requisitos genéricos clásicos de  
cualquier medida cautelar aparecen adaptados específicamente a la materia propia 
de este fuero administrativo por el artículo 21 del CPA al establecer los requisitos  
específicos de procedencia de la llamada suspensión de ejecutoriedad del acto  
administrativo. De este proceso adaptativo surge, por ejemplo, el deber del juez de 
ponderar los recaudos de procedencia de las medidas cautelares procurando  
siempre el primordial resguardo del interés público (cfr. doctrina del art. 21, inc. 2,  
CPA). Esto significa -básicamente- que en cada caso el juzgador debe efectuar un 
análisis preliminar de los intereses públicos en juego, y su cotejo con el interés  
colectivo invocado como justificación para la medida. 

Ahora bien, en el caso particular, este modelo de raciocinio  
cautelar propio del derecho procesal administrativo requiere -a su vez- de ser  
matizado con los rasgos inherentes a la materia ambiental que aquí subyace.  
Especialmente, con los “Principios de la política ambiental” (art. 4) y la normativa  
específica referida a las medidas cautelares (art. 32), establecidos por la Ley  
General del Ambiente.

Así pues, los requisitos genéricos clásicos de verosimilitud del  
derecho y peligro en la demora deben ser necesariamente adaptados en este caso 
de materia ambiental con el “Principio de prevención” (“Las causas y las fuentes de 
los problemas ambientales se atenderán en forma prioritaria e integrada, tratando de 
prevenir los efectos negativos que sobre el ambiente se pueden producir”) y el  
“Principio precautorio” (“Cuando haya peligro de daño grave o irreversible la  
ausencia de información o certeza científica no deberá utilizarse como razón para  
postergar la adopción de medidas eficaces, en función de los costos, para impedir la 
degradación del medio ambiente”).

Del mismo modo, debe atenderse a la norma del artículo 32 de la 
ley 25.675 (LGA) que faculta al juez del caso a disponer una medida precautoria  
urgente en “cualquier estado del proceso” y “aún sin audiencia de la parte contraria, 
prestando debida caución por los daños y perjuicios que pudieran producirse”.

A propósito de la aplicación a este caso de la LGA a través de su 
adaptación integrada con las normas locales que rigen el proceso cautelar en el  
proceso contencioso administrativo tucumano, y sin profundizar demasiado, no está 
de más mencionar que la norma del tercer párrafo del artículo 41 de la Constitución 
Nacional establece que corresponde a la Nación dictar las normas que contengan 
los presupuestos mínimos de protección, y a las provincias las necesarias para  
complementarlas, sin que aquellas alteren las jurisdicciones locales.

Y que, en consonancia con aquella norma constitucional que  
reconoce la llamada “pluralidad jerárquica sustantiva” en los niveles de regulación de 
la materia ambiental, el artículo 3 de la LGA dispone que la presente ley regirá en 
todo el territorio de la Nación, sus disposiciones son de orden público, operativas y 
se utilizarán para la interpretación y aplicación de la legislación específica sobre la  
materia, la cual mantendrá su vigencia en cuanto no se oponga a los principios y  
disposiciones contenidas en ésta. Al tiempo que consagra en el artículo 4 de la  
misma ley la vigencia del “principio de congruencia” que indica que la legislación  
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provincial y municipal referida a lo ambiental deberá ser adecuada a los principios y 
normas fijadas en la presente ley; en caso de que así no fuere, éste prevalecerá  
sobre toda otra norma que se le oponga.

En esta línea, no debe pasarse por alto que la Constitución de  
Tucumán consagró -con inequívoco énfasis- la primordial misión de proteger el  
medio ambiente en el ámbito de esta provincia. Así pues, el artículo 41 establece:  
“La Provincia de Tucumán adopta como política prioritaria de Estado la preservación 
del medio ambiente. El ambiente es patrimonio común. Toda persona tiene derecho 
a gozar de un ambiente sano y equilibrado, así como el deber de preservarlo y  
defenderlo en provecho de las generaciones presentes y futuras. El daño ambiental 
conlleva prioritariamente la obligación de recomponerlo y/o repararlo (...)”.

Explicitados los lineamientos que guiarán el razonamiento  
cautelar en este caso concreto, corresponde a continuación determinar si se  
verifican o no los recaudos de procedencia para despachar favorablemente el  
pedido de “medida de no innovar”.

III. Con los elementos de juicio aportados hasta aquí y con la  
provisoriedad propia de esta etapa inicial del proceso, considero que en este caso 
concurren los recaudos de “verosimilitud del derecho” y “peligro en la demora” con 
intensidad suficiente para suscitar una intervención cautelar dirigida a conseguir el  
objetivo primordial de proteger el medio ambiente que se alega comprometido.  
Veamos:

Preliminarmente, parece que -a primera vista- la Provincia se  
encontraría verosimilmente legitimada para peticionar la medida cautelar que  
reclama, con fundamento en la interpretación integrada de las disposiciones del  
artículos 41 de la Constitución Nacional, artículo 30 de la LGA y artículo 41 de la  
Constitución de Tucumán.

Ahora bien, los elementos de juicio incorporados hasta aquí  
parecen respaldar -a primera vista- la alegación central de la Provincia actora por la 
que denuncia “un riesgo real e inminente para el ambiente de la zona” que  
comprende el área natural protegida del Lago y Perilago del Dique La Angostura.

Efectivamente; la actora acompañó copia digital del decreto  
763/3 (SAyG), del 6/5/1996 (BO: 16/5/1996) de cuyo contenido surge que se habría 
afectado “al Sistema de Áreas Naturales Protegidas de la Provincia, una superficie  
de 1.148.Has., 6.420,4936 m2 de terrenos fiscales del perilago y lago ‘La  
Angostura’, ubicado en el Departamento Tafí del Valle, en el marco de lo fijado por el 
Título V de la Ley Provincial 6292” (cfr. art. 1). Aparentemente, los “considerandos” 
del decreto habrían justificado esta afectación en la necesidad de “conservar y  
preservar el patrimonio natural, la protección de especies de aves acuáticas y  
migratorias, muchas de ellas amenazadas en vías de extinción y la conservación de 
una importante e histórica estación de migraciones de relevancia natural”. Además, 
el decreto habría considerado que “la presente medida constituye un importante  
avance sobre la conservación y protección, como asimismo la preservación de la  
biodiversidad”.

Junto a esto, aparenta tener -en principio- alguna significación  
favorable a los fines cautelares el régimen específico atinente a las “Áreas Naturales 
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Protegidas” diseñado por la ley provincial n° 6292 en el Título V.
Así, el artículo 78 dispone que “en todas las áreas protegidas de 

jurisdicción provincial, cualquiera sea su dominio, el establecimiento de los  
asentamientos humanos estará sujeto a las pautas y normas que establezca la  
autoridad de aplicación”. En este sentido, el artículo 81 prevé con algo más de  
especificidad que “en las áreas naturales protegidas (...) el establecimiento y  
desarrollo de los asentamientos humanos, tanto en tierras fiscales como privadas,  
estará sujeto a autorización previa de la autoridad de aplicación de la presente Ley, 
según las pautas establecidas en el plan de manejo respectivo”.

A su turno, el artículo 83 dispone: “La autoridad de aplicación  
fijará en el plan de manejo de cada área natural protegida, las normas para la  
ejecución de proyectos de construcción privados o públicos, a fin de asegurar la  
armonía con el escenario natural, sin alterar los ecosistemas, ni provocar  
contaminación ambiental”. Asimismo, el artículo 84 prevé: “La autoridad de  
aplicación de la presente ley, dictará las normas generales para la planificación de 
las vías de acceso y de los circuitos camineros de las áreas naturales protegidas, a 
fin de no alterar las bellezas escénicas y de los objetivos de conservación”.

Sin perjuicio de otras normas que pudieran llegar a tener alguna 
significación en este caso, cabe señalar que en el Título VI de la ley 6292 se dispone 
que “la Secretaría de Desarrollo Productivo, a través de la Dirección de Flora, Fauna 
Silvestre y Suelos, será la autoridad de aplicación de lo previsto en la presente Ley y 
órgano ejecutor de la política provincial en la materia legislada por ésta, ejerciendo 
el poder de policía a los fines de su cumplimiento, con los deberes y derechos que la 
Ley y sus reglamentaciones determinan” (art. 86). Asimismo, el artículo 87 prevé -
entre otras funciones- que le corresponde a esta Dirección “entender en la  
conservación, preservación, manejo, fiscalización y administración de las áreas  
naturales protegidas en el ámbito provincial, dentro de los cánones científicos que  
aseguren su perpetuación” (inc. 1); “ser la autoridad técnico-administrativa de  
aplicación de la política provincial sobre áreas naturales protegidas”, y “otorgar  
concesiones para la explotación de servicios en las áreas naturales protegidas  
provinciales” (inc. 12).

No está de más mencionar que el artículo 109 de la misma ley  
encomienda -con aparente máxima generalidad- a “todos los habitantes de la  
Provincia (...) el deber de proteger (...) las áreas naturales protegidas, conforme a  
los reglamentos que para su conservación y manejo dicte la autoridad de aplicación”.

Por último, concurre a formar convicción necesaria la agregación 
de las constancias del expediente administrativo 1391-170-DJ (presentado en  
formato digital el día 5/11/2024). Particularmente, parece favorecer a los fines  
cautelares el contenido del “Informe s/ relevamiento del Perilago y Lago La  
Angostura - El Mollar” que habría sido realizado en fecha 21/10/2024 “con el objeto 
de identificar la situación de ocupación de los terrenos fiscales del Perilago y Lago 
La Angostura, afectado al sistema de Áreas Naturales Protegidas de la Provincia”.  
En efecto, a primera vista, podría considerarse provisoriamente comprobada la  
alegada existencia de emprendimientos y actividades privadas dentro del ANP sin  
que conste la autorización correspondiente de la autoridad de aplicación de la ley  
6292: la Dirección de Flora, Fauna Silvestre y Suelos.
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A esta altura, hay que señalar que es en el ámbito de la  
anticipación de los problemas ambientales en la faz preventiva, ex ante, donde el  
principio precautorio antes mencionado ocupa un papel central, en cuanto  
prevención del daño o pérdida de calidad ambiental. Según los mandatos de dicho 
principio, la incertidumbre científica constituye pues un llamado a la cautela. De este 
modo, el fundamento precautorio actúa como una virtual inversión del onus probandi 
de orden científico, con mayor o menor rigor, según el grado de irreversibilidad de 
las acciones, o la singularidad de los recursos naturales comprometidos (cfr. Walsh, 
Juan Rodrigo, Di Paola, María Eugenia y otros, Ambiente, Derecho y  
Sustentabilidad, LA LEY, 2000). 

Asimismo, conviene recordar -aún en esta instancia cautelar- que 
la CSJN sostuvo desde hace tiempo ya que “el reconocimiento de status  
constitucional del derecho al goce de un ambiente sano, así como la obligación de 
recomponer el daño ambiental configuran la precisa y positiva decisión del  
constituyente de 1994 de enumerar y jerarquizar con rango supremo a un derecho 
preexistente”. Y añadió: “la tutela del ambiente importa el cumplimiento de los  
deberes de los ciudadanos, que son el correlato que tienen a disfrutar de un  
ambiente sano, para sí y para las generaciones futuras. La mejora o degradación 
del ambiente beneficia o perjudica a toda la población, porque es un bien que  
pertenece a la esfera social y transindividual, y de allí deriva la particular energía con 
que los jueces deben actuar para hacer efectivos estos mandatos constitucionales” 
(“Mendoza, Beatriz Silvia y otros c/ Estado Nacional y otros s/daños y perjuicios”-
daños derivados de la contaminación ambiental del Río Matanza-Riachuelo-, Fallos: 
329:2316).

Por estas razones concurrentes, teniendo en cuenta la debida  
atenuación o adecuada morigeración de los recaudos generales de procedencia  
cautelar que trae aparejada la valoración de la importancia del bien jurídico tutelado 
en este caso, con la consecuente aplicación necesaria de los principios “precautorio” 
y de “prevención” que rigen en materia ambiental, corresponde hacer lugar a la  
medida cautelar de no innovar solicitada por la Provincia de Tucumán y,  
consecuentemente, disponer la suspensión de toda actividad que no haya sido  
autorizada en el marco del régimen diseñado por la ley provincial 6292 y que  
implique la vulneración del Área Natural Protegida identificada como Lago y   
Perilago del Dique La Angostura de la localidad de El Mollar.

En atención al estado tan incipiente de este proceso y a que la  
tutela cautelar requerida se dispone inaudita parte, corresponde aclarar que la  
suspensión que aquí se ordena deja a salvo a los particulares que pudieran contar 
con las autorizaciones y/o permisos de la autoridad competente.

Para dar a conocer el contenido de la presente resolución, la  
Provincia actora deberá instrumentar las acciones necesarias para notificar a las  
personas que fueron identificadas en el relevamiento realizado el día 21/10/2024; así 
como para la publicación de lo aquí resuelto en un medio provincial de amplia  
circulación. Por secretaría, procédase a hacer entrega a la actora de un extracto  
detallado a tal fin.

Finalmente, no está de más recordar que las medidas cautelares 
tienen un alcance provisorio y no causan estado ni implican prejuzgamiento de la  
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cuestión de fondo ni de la competencia del Tribunal para entender en la causa ni  
sobre el trámite procesal que corresponde imprimir a la causa.

Por ello, la Señora Vocal Presidente de la Sala Segunda de la  
Excma. Cámara en lo Contencioso Administrativo,

 
RESUELVE 

HACER LUGAR, por lo considerado, a la “medida cautelar de no 
innovar” solicitada por la PROVINCIA DE TUCUMÁN y, consecuentemente,  
DISPONER la suspensión de toda actividad que no haya sido autorizada en el  
marco del régimen diseñado por la ley provincial 6292 y que implique la vulneración 
del Área Natural Protegida identificada como Lago y Perilago del Dique La  
Angostura de la localidad de El Mollar; dejando a salvo a los particulares que  
pudieran contar con autorizaciones y/o permisos de la autoridad competente.  
PREVIA CAUCIÓN JURATORIA, notifíquese del contenido de esta resolución en la 
forma dispuesta en el considerando. 

HÁGASE SABER.

María Felicitas Masaguer

Ante mí: María Laura García Lizárraga
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